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I. ASISTENCIA

Asistieron los Senadores señores:

--Cantuarias Larrondo, Eugenio

--Cooper Valencia, Alberto

--Díaz Sánchez, Nicolás

--Díez Urzúa, Sergio

--Feliú Segovia, Olga

--Fernández Fernández, Sergio

--Frei Bolívar, Arturo

--Frei Ruiz-Tagle, Carmen

--Gazmuri Mujica, Jaime

--González Márquez, Carlos

--Hormazábal Sánchez, Ricardo

--Huerta Celis, Vicente Enrique

--Jarpa Reyes, Sergio Onofre

--Lagos Cosgrove, Julio

--Larre Asenjo, Enrique

--Martin Díaz, Ricardo

--Mc-Intyre Mendoza, Ronald

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Otero Lathrop, Miguel

--Páez Verdugo, Sergio

--Palza Corvacho, Humberto
--Papi Beyer, Mario
--Pérez Walker, Ignacio

--Piñera Echenique, Sebastián

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz De Giorgio, José

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Siebert Held, Bruno

--Sinclair Oyaneder, Santiago

--Soto González, Laura

--Sule Candia, Anselmo

--Thayer Arteaga, William

--Urenda Zegers, Beltrán

--Valdés Subercaseaux, Gabriel

Y los Diputados señores:

--Acuña Cisternas, Mario

--Aguiló Melo, Sergio

--Alessandri Balmaceda, Gustavo

--Arancibia Calderón, Armando

--Araya, Nicanor de la Cruz

--Aylwin Azócar, Andrés

--Bartolucci Johnston, Francisco
--Bombal Otaegui, Carlos

--Bosselin Correa, Hernán

--Caminondo Sáez, Carlos

--Campos Quiroga, Jaime

--Caraball Martínez, Eliana

--Cardemil Alfaro, Gustavo

--Carrasco Muñoz, Baldemar

--Cerda García, Eduardo

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Concha Urbina, Juan

--Cornejo González, Aldo

--Correa De la Cerda, Sergio

--Cristi Marfil, María Angélica

--Devaud Ojeda, Mario

--Dupré Silva, Carlos

--Elgueta Barrientos, Sergio

--Escalona Medina, Camilo

--Estévez Valencia, Jaime

--Faulbaum Mayorga, Dionisio

--García García, Rene Manuel

--García Ruminot, José

--Horvath Kiss, Antonio

--Huenchumilla Jaramillo, Francisco

--Huepe García, Claudio

--Hurtado Ruiz-Tagle, José María

--Jara Catalán, Sergio

--Jara Wolff, Octavio

--Kuschel Silva, Carlos Ignacio

--Latorre Carmona, Juan Carlos

--Leay Morán, Cristian

--Leblanc Valenzuela, Luis

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Maluenda Campos, María

--Manterola Urzúa, Martín

--Martínez Ocamica, Gutenberg

--Martínez Sepúlveda, Juan

--Masferrer Pellizzari, Juan

--Matta Aragay, Manuel Antonio

--Matthei Fornet, Evelyn

--Mekis Martínez, Federico

--Melero Abaroa, Patricio

--Molina Valdivieso, Jorge

--Montes Cisternas, Carlos

--Morales Adriasola, Jorge

--Munizaga Rodríguez, Eugenio

--Muñoz Barra, Roberto

--Muñoz Dalbora, Adriana

--Naranjo Ortiz, Jaime

--Ojeda Uribe, Sergio

--Olivares Solís, Héctor

--Orpis Bouchón, Jaime Antonio

--Ortega Riquelme, Eugenio

--Ortiz Novoa, José Miguel

--Palestro Rojas, Mario

--Palma Irarrázaval, Andrés

--Palma Irarrázaval, Joaquín

--Peña Meza, José

--Pérez Opazo, Ramón

--Pizarro Mackay, Sergio

--Pizarro Soto, Jorge

--Prochelle Aguilar, Marina

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Ramírez Vergara, Gustavo

--Rebolledo González, Víctor Manuel

--Reyes Alvarado, Víctor

--Ribera Neumann, Teodoro

--Rocha Manrique, Jaime

--Rodríguez Cataldo, Claudio

--Rodríguez Del Río, Alfonso

--Rodríguez Guerrero, Hugo

--Rojos Astorga, Julio

--Sabag Castillo, Hosaín

--Salas De la Fuente, Edmundo

--Seguel Molina, Rodolfo

--Smok Úbeda, Carlos

--Sota Barros, Vicente

--Sotomayor Mardones, Andrés

--Taladriz García, Juan Enrique

--Tohá González, Isidoro

--Ulloa Aguillón, Jorge

--Urrutia Ávila, Raúl

--Valenzuela Herrera, Felipe

--Velasco De la Cerda, Sergio

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Vilches Guzmán, Carlos

--Villouta Concha, Edmundo

--Yunge Bustamante, Guillermo

--Actuó de Secretario del Congreso Pleno el Secretario del Senado, señor Rafael Eyzaguirre Echeverría.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 11:34, en presencia de 34 señores Senadores y 94 señores Diputados.

El señor VALDÉS (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. APROBACIÓN DE DE ACTAS

El señor VALDÉS (Presidente).- Si no hay oposición, daré por aprobada el acta de la sesión del Congreso Pleno celebrada en 21 de mayo de 1993.



--Aprobada.

IV. ORDEN DEL DÍA
REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE DURACIÓN DE MANDATO PRESIDENCIAL

El señor VALDÉS (Presidente).- Esta sesión del Congreso Pleno ha sido convocada para conocer y votar el proyecto de reforma constitucional que reduce la duración del mandato presidencial, en conformidad al artículo 117 de la Constitución Política de la República, cuyo tenor es el siguiente:



"Las dos Cámaras, reunidas en Congreso Pleno y en sesión pública, con asistencia de la mayoría del total de sus miembros, sesenta días después de aprobado un proyecto en la forma señalada anteriormente, tomarán conocimiento de él y procederán a votarlo sin debate.".



En su oportunidad, el Senado y la Cámara de Diputados aprobaron la enmienda en cuestión pon los quórum exigidos en el artículo 116 de la Carta Fundamental.

--Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:
Proyecto de ley:
En primer trámite, sesión 18a, en 14 de diciembre de 1993.
Informe de Comisión:
Constitución, sesión 18a, en 14 de diciembre de 1993.
Discusión: Sesión 18a, en 14 de diciembre de 1993 (se despacha en general y particular).
El señor VALDÉS (Presidente).- Si les parece a los señores Parlamentarios, se omitirá la lectura del proyecto.



Acordado.



La Mesa propone que la votación sea nominal y se realice por estricto orden alfabético; asimismo, antes de llevarla a efecto, los señores Parlamentarios podrán fundamentar su voto.



Me permito sugerir que procedamos en los mismos términos en que se han realizado las anteriores sesiones del Congreso Pleno, particularmente aquellas en que se aprobaron las modificaciones constitucionales sobre Gobierno y Administración Regional. De ese modo, cada partido, representado tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado, así como los Comités Independientes y el constituido por los señores Senadores Institucionales, dispondrán de hasta 15 minutos para fundamentar su voto.



Tal procedimiento debe ser aprobado por el Congreso Pleno, porque, de acuerdo con el Reglamento, cada señor Parlamentario puede usar de la palabra hasta por cinco minutos para exponer los fundamentos de su voto. En esta oportunidad, sin embargo, como una manera de simplificar el pronunciamiento, se ha propuesto ofrecer 15 minutos a cada partido, pudiendo intervenir los señores Senadores y Diputados que lo deseen dentro de ese marco.



Las intervenciones se realizarán desde el podio instalado al costado de la testera.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Diputado señor Bosselin.

El Diputado señor BOSSELIN.- Señor Presidente, la sugerencia sometida a la consideración del Congreso Pleno señala que los señores Diputados tendrán la oportunidad de fundamentar su voto; incluso se ha propuesto, en forma alternativa, que dicha fundamentación se haga por cada partido político.



Es del caso observar que la Carta Fundamental dispone categóricamente que el Congreso, en este caso, está convocado para votar, "sin debate", el proyecto de reforma constitucional. En consecuencia, si cada señor Diputado y cada señor Senador funda su voto, o, en la tesis alternativa, los diferentes partidos expresan los fundamentos de su opción, la citada norma estará, evidentemente, conculcada. Dicha disposición es categórica: esta sesión tiene por único objeto realizar un acto de votación sin debate; es decir sin discusión. Eso es lo que ha querido el constituyente. Los reglamentos que se pretenda aplicar por la vía supletoria (el del Senado o, en subsidio, el de la Cámara de Diputados) son del todo improcedentes frente al carácter taxativo del texto constitucional.



Si alguna duda cupiera al respecto, bastaría remitirse al tenor literal de la expresión "discutir".



Por estas razones, señor Presidente, solicito que procedamos, sencillamente, a votar sin debate, como lo manda la Ley Fundamental.

El señor VALDÉS (Presidente).- Señor Diputado, efectivamente la Constitución dispone en su artículo 117 que se procederá a votar el proyecto "sin debate". Pero tal expresión tiene un significado explícito: una confrontación de opiniones. No resulta lo mismo —como lo muestra la historia de sesiones del Congreso Pleno— fundamentar el voto haciendo uso del derecho reglamentario existente en ambas Cámaras, es decir expresar las razones que mueven a votar en un sentido determinado.



Si un señor Parlamentario quiere usar de la palabra, de acuerdo con el Reglamento dispone de hasta cinco minutos. La alternativa que propone la Mesa (como se ha hecho anteriormente) consiste en que, sin entrar en debate, quienes deseen expresar la opinión de su colectividad tengan oportunidad de hacerlo, pero por partido. Es una modalidad distinta que se usó, sin reparo, en la última sesión del Congreso Pleno.



Por lo tanto, si hay acuerdo en que no se trata de abrir discusión —más allá de las diferencias de opinión contenidas en las intervenciones de los señores Parlamentarios—, procederíamos en la forma propuesta por la mesa.

El Diputado señor BOSSELIN.- Con mi voto en contra, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).- Acordado, con el voto en contra del Diputado señor Bosselin.



Ruego a los señores Parlamentarios disponer las medidas conducentes a que se respete la duración fijada para cada intervención.



En el tiempo del Partido Demócrata Cristiano, ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Yunge.

El Diputado señor YUNGE.- Señor Presidente, los Diputados democratacristianos venimos esta mañana a ratificar nuestra postura favorable al proyecto de reforma constitucional.



Entendemos que esta iniciativa refleja un acuerdo político que da estabilidad a nuestro país; y sustento, continuidad y lógica al proceso democrático en el que hemos estado empeñados. Nos interesa, básicamente, remarcar la trascendencia de la enmienda, acorde con un espíritu esencialmente democrático, generoso y de gran visión y compromiso de Estado y de país. Ello es especialmente significativo en la actitud del Presidente electo don Eduardo Frei Ruiz-Tagle, cuando todos sabemos que, en política, no es común que una persona, un partido o una agrupación  de  partidos  que  tiene  la  posibilidad  de gobernar durante ocho años —mandato exageradamente prolongado, en opinión prácticamente unánime de todos los sectores— esté dispuesto a generar las condiciones para alcanzar un acuerdo que implique acortar ese período de gobierno y, por lo tanto, renunciar a ejercer el poder durante parte de ese plazo, en bien del país, en bien de nuestra democracia, en bien del consenso. Señor Presidente, concurriremos con nuestros votos a ratificar la aprobación de este proyecto de reforma constitucional, convencidos de que ella forma parte de la tarea de perfeccionar y consolidar el sistema institucional democrático chileno.



Los democratacristianos seguiremos bregando y trabajando —como lo consigna el programa del segundo Gobierno de la Concertación, que se iniciará en pocas semanas más— por lograr el mejoramiento y democratización del actual Régimen, lo que exige la reforma del sistema electoral, el que muchas veces produce situaciones injustas, que no reflejan el sentir de las mayorías populares; la reforma destinada a perfeccionar la representación democrática del Parlamento; las reformas tendientes a que el Presidente de la República recupere sus facultades y atribuciones, y otras que han sido objeto de debate, pero respecto de las cuales, desafortunadamente no se ha conseguido el acuerdo necesario para su aprobación.



Esperamos que con el paso del tiempo y la superación de las situaciones traumáticas que la historia del país vivió en el pasado, se den las condiciones para que, así como nosotros, en términos de comunidad nacional, de ciudadanía, estamos dando un ejemplo y desarrollando una experiencia de maduración, consenso y convivencia democrática, también seamos capaces de lograr que estos hábitos, esta práctica y esta convivencia se reflejen efectivamente en el Texto Fundamental y en la institucionalidad de Chile.



Por eso, señor Presidente, reitero que apoyaremos esta reforma constitucional, como un testimonio de respaldo a la persona del Presidente de la República electo y a su experiencia, en cuanto sabrá proyectar lo que en estos años ha significado el Gobierno de la Concertación encabezado por don Patricio Aylwin, por el bien de nuestro país.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).- Ofrezco la palabra a algún otro Parlamentario de la Democracia Cristiana que desee intervenir.

El Diputado señor ELGUETA.- Pido la palabra.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Elgueta.

El Diputado señor ELGUETA.- Señor Presidente, Honorables señores Senadores y Diputados: no obstante estar de acuerdo con este proyecto, tengo serias dudas respecto de la entrada en vigencia de la reforma, en el sentido que señalaba San Agustín: "En lo necesario, unidad; en lo dudoso, libertad, y en todo, caridad".



Manifiesto mis dudas acerca de que la presente iniciativa sea un buen precedente jurídico para el futuro. Se afirmará que el Derecho Constitucional "borra el pasado y lo constituye al instante en un orden nuevo de cosas, sea relativo a la organización del Estado o de los poderes públicos, sea relativo al ejercicio y atribuciones de los derechos civiles de los ciudadanos", como en 1890 afirmó la Corte de Apelaciones de Santiago, aplicando el viejo axioma de que "en Derecho Público no hay derechos adquiridos".



El asunto no es tan simple. Ya el actual jurista y profesor señor Eduardo Soto Kloss ha proclamado que dicho axioma "es una inepcia jurídica", lo que me hace meditar acerca de las siguientes interrogantes: ¿Alguien puede afirmar seriamente que, habiéndose cumplido todos los actos electorales de los últimos comicios (que son solemnes y de Derecho Público), ellos no se ejecutaron sobre la base de que el Presidente electo —ya proclamado— lo fue por el período de ocho años contemplado en la Carta Fundamental? La sola existencia del proyecto que nos ocupa lo prueba, como, asimismo, la resolución del Tribunal Calificador de Elecciones que proclama al Presidente electo "para el período señalado en el art. 25 de la referida Carta Fundamental", y dicho período es precisamente de ocho años.



El asunto no es baladí. Supongamos que se tratara de reformas constitucionales que alteraran los requisitos para votar o para ser candidato, o para alargar o acortar la duración de mandatos populares, aprobadas en pleno desarrollo del proceso electoral. ¿Cuál sería la decisión del Honorable Congreso Pleno si en esta oportunidad estuviésemos abocados a una reforma que redujera de 4 a 3, y de 8 a 6 los períodos de los Diputados y Senadores recién electos, o que extendiera los actuales mandatos a 6 y 10 años respectivamente?



¿Se podrá sostener que el Derecho Constitucional rige in actu, pase lo que pase, como, al parecer, resulta más cómodo según el acuerdo de distinguidos dirigentes políticos?



Con ese predicamento, ¿no podría llegarse, incluso, al extremo de disminuir el período de un Jefe del Estado en ejercicio, poniendo término a su mandato durante su propio gobierno y evitando, de esta manera, una posible acusación constitucional que pudiera alejarlo del Poder?



La democracia no es sino un proceso claro y transparente, y parte esencial del mismo son las actuaciones electorales: declaración de candidaturas, inscripción de electores, plazos legales, publicidad, apoderados, votación, colegios escrutadores, fallo del Tribunal Calificador de Elecciones, etcétera. Y este conjunto de actos sucesivos compromete solemnemente a los electores y a los candidatos, quienes, al ejecutar los actos previstos en la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, incorporan a su patrimonio cívico los efectos válidamente derivados de esas conductas. Por ende, este proyecto de reforma resulta enormemente perturbador para el soberano, que es el pueblo, del cual emanan nuestros mandatos.



Estas dudas parecieran disiparse al tenor del inciso final del artículo 119, de la Carta Fundamental, que expresa: "Una vez promulgado el proyecto y desde la fecha de su vigencia, sus disposiciones formarán parte de la Constitución y se tendrán por incorporadas a ésta.".



Este precepto se refiere a la promulgación, fecha de vigencia e incorporación. Todas ellas son ideas distintas. Desde luego, la iniciativa no tiene fecha especial de vigencia, o sea, hay silencio en este aspecto. Sin embargo, para que la enmienda pueda incorporarse y formar parte de la Carta, es menester que se precise cuándo entrará en vigor; empero, no existe una norma en tal sentido. Nueva duda: de aprobarse el proyecto, una vez promulgado, ¿regiría in actu el mandato de seis años en lugar del de ocho? ¿O, habiendo silencio sobre la fecha de vigencia, seguiría rigiendo la norma antigua?



Don Andrés Bello —jurista notable—, en una polémica con don Manuel Antonio Tocornal a través del diario "El Araucano", en 1842, a propósito de la vigencia o no de una limitación para votar de los analfabetos, afirmó que quienes habían adquirido el derecho a sufragio durante la vigencia de una Constitución, no lo perdían por el hecho de que otra Carta Magna exigiera requisitos que ellos no cumplían, salvo que esta última lo estableciera expresamente. Lo diré en sus propios términos: "La palabra de la ley da y quita derechos: su silencio los conserva". Y en el presente proyecto hay un gran silencio: la fecha de su vigencia, y si afecta o no al ciudadano proclamado Presidente de Chile por un período de ocho años.



Otro jurista, don Luis Claro Solar, escribió hace ya bastante tiempo: "Los derechos políticos no son, si se les considera en cuanto a ejercicio futuro, sino simples facultades, aptitudes que sólo constituyen derechos adquiridos por su realización; y por lo tanto una ley nueva puede quitarlos a los ciudadanos para el porvenir, sin obrar retroactivamente, con tal que respete su ejercicio en el pasado.". No cabe la menor duda de que el pueblo ejerció su derecho y de que éste fue reconocido por el Tribunal Calificador de Elecciones. Eso no puede ser modificado sin que el proyecto peque de retroactivo, y la retroactividad no es de aplicación general en el Derecho; es necesario establecerla expresamente. Y existiendo los silencios que he mencionado, me asiste la duda legítima de que la enmienda que nos ocupa pueda aplicarse de inmediato.



Quien lea las actas del Senado del 15 de diciembre de 1943, se impondrá de que en esa época se desarrolló una discusión análoga acerca de si debía regir in actu una reforma constitucional, con el consiguiente efecto retroactivo, o si, por el contrario, tal reforma no afectaba a los hechos del pasado. Se trataba nada menos que de la promulgación parcial de una ley, por cuanto un título de ella, originado en una moción parlamentaria, quedaba tácitamente sin aplicación en virtud de una enmienda de la Carta que suprimía la iniciativa de los congresistas en materia financiera.



¿Qué sucedería si un proyecto de ley presentado por un Parlamentario, totalmente tramitado en ambas Cámaras, fuere afectado por una reforma constitucional que eliminara ese tipo de iniciativas? ¿Debería promulgarlo el Presidente de la República? Si hay declaración expresa respecto de su vigencia, concedo que la reforma rige in actu; pero si hay silencio sobre este punto, la cuestión entra en la nebulosa de la duda.



En el debate aludido, se citaron las palabras del distinguido historiador don Gonzalo Bulnes: "El Parlamento influye en la marcha del Estado por lo que hace y por lo que impide hacer. Si queréis conocer la acción de un Congreso, no la midáis sólo por las leyes que dicta. Estudiad su archivo para saber lo que encarpeta y no discute. De ordinario tiene menos importancia lo que hace que lo que evita".



Al dudar de la conveniencia de este proyecto, en conciencia y en libertad, siento que estoy evitando un funesto precedente para la sana convivencia democrática y jurídica de Chile.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).- Quedan dos minutos al Partido Demócrata Cristiano.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



El turno siguiente corresponde al Partido Renovación Nacional.

El Diputado señor MEKIS.- Pido la palabra.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Mekis.

El Diputado señor MEKIS.- Señor Presidente, honorables Parlamentarios: con estas palabras represento también la opinión de los Diputados de mi bancada señores Alessandri y Sotomayor.



Quiero comenzar expresando que al discutirse la reforma constitucional sobre municipalidades, fui partidario de que las elecciones municipales se celebrasen en conjunto con las parlamentarias. Sin embargo, ello no fue posible. Transcurrido poco tiempo, el Gobierno envió un proyecto —a mi juicio, muy a destiempo— con el objeto de modificar la duración del período presidencial. Durante su debate en la Cámara de Diputados, estuve abiertamente a favor de su aprobación, es decir, de reducir el mandato a cuatro años sin reelección. Sin embargo, la iniciativa resultó un completo fracaso.



Pese a lo anterior, el Ejecutivo insistió en buscar un acuerdo político encaminado a disminuir el período presidencial y logró consenso para rebajarlo a seis años. Todo esto ocurrió en plena campaña presidencial y parlamentaria, e incluso cuando ya se encontraba vencido el plazo para realizar propaganda electoral. Entonces se dio a conocer al país el proyecto respectivo y se lo envió al Congreso. Estoy cierto de que la inmensa mayoría de los ciudadanos ignoraron tal acuerdo y votaron convencidos de que lo hacían por un Presidente cuyo mandato duraría ocho años; no seis.



Entre los Diputados que en la Cámara Baja se pronunciaron a favor de los cuatro años sin reelección, no hubo uno solo que en su intervención no planteara, como piedra angular del sistema, la necesidad de elecciones presidenciales y parlamentarias simultáneas. No obstante, casi todos se olvidaron de ese argumento con motivo de la discusión del proyecto que rebaja el mandato a seis años.



Sobre la base del "consenso" a que he hecho referencia, del "acuerdo" a que se llegó, se nos ha convocado hoy día para que demos nuestra aprobación a esta enmienda de la Carta. Y se pretende hacerla aplicable, incluso, al caso del Senador señor Eduardo Frei, quien hace pocas semanas fue electo para ejercer el cargo de Presidente de la República por un período de ocho años.



Además de esa irregularidad de índole constitucional, considero que la vigencia de esta reforma someterá al país a una presión electoral que afectará seriamente su desarrollo. En efecto, formalmente, habrá comicios cada 1,7 años, pero, transcurrido un año, comenzará una nueva campaña, dado que ésta se lleva a cabo con alguna anticipación. Tal secuencia configura, a mi juicio, un exceso y resulta inconveniente.



Por otra parte, el Gobierno de turno también quedará sujeto a presiones, en el sentido de que podría atribuirse a esos actos electorales la naturaleza de un plebiscito —aunque no la tengan—, con la idea de juzgar su gestión. Sin duda, ello jamás reflejaría rigurosamente lo que finalmente esta última representará para todos los ciudadanos.



El consenso a que se ha llegado respecto de los seis años de mandato presidencial carece de la fuerza y de las características de aquellos que han sido los pivotes en los que se ha fundado la democracia, a los cuales nosotros, desde la Oposición, hemos contribuido enormemente.



Señor Presidente, este acuerdo no puede ser visto en forma aislada; no podemos tomar una institución por separado, desvinculándola de las demás. Porque existen otras —por ejemplo, la relativa al plazo del período parlamentario— que, de acuerdo a las opiniones de muchos, se hallan íntimamente ligadas a la materia que nos ocupa, pero que no se encuentran contenidas en esta reforma constitucional. Si lográramos, por abstracción, juzgar aisladamente una iniciativa, ésta podría resultar buena o mala por sí misma. Sobre esa base, cabría concluir que, por sí mismo, se trata de un buen proyecto. Pero, como dije, no podemos desvincularlo de las demás instituciones.



En razón de ello, no puedo otorgar, por mero compromiso práctico o por un simple afán consensualista, un valor absoluto a este tipo de acuerdos, con prescindencia de una preocupación —previa, por supuesto— por la lógica y la justicia de nuestras decisiones. Y es un hecho real la coincidencia de opinión que hubo en cuanto a la simultaneidad de las elecciones, como también lo es que el Senador señor Eduardo Frei fue elegido Presidente de la República por un período de ocho años.



Quiero terminar señalando que las convicciones y las realidades son anteriores al consenso, y que éste no puede ser origen de la verdad. Los consensos reales son acuerdos acerca de lo que la verdad es en sí misma. Y si deseamos un acuerdo político, veremos que se presentan dos alternativas: en un caso, que prevalezcan nuestras ideas, apoyadas en una circunstancial mayoría, y que se fuerce a que la verdad aparezca como resultado propio; en el otro, que presupongamos, en la medida en que se apunta a la búsqueda del bien, los elementos esenciales de la verdad, no de la falsedad. En lo personal, estoy convencido de que la elección por un mandato presidencial de ocho años es un hecho verdadero ante la ciudadanía, como también lo es la conveniencia de la simultaneidad de los comicios. El bien público debe ser el resultado de la verdad y de ninguna manera puede ser definido por el consenso, para evitar los falsos acuerdos.



Señor Presidente, he expresado estas palabras, en la representación que expuse al comienzo de mi intervención, con el objeto de rechazar la propuesta que ha motivado nuestra convocatoria.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Diez.

El Senador señor DÍEZ.- Señor Presidente, señores Parlamentarios, Renovación Nacional apoyará la reforma constitucional sometida a consideración del Congreso Pleno. Las Constituciones deben ir adaptándose a las modificaciones sociales, y no hay ningún país donde exista un período presidencial de ocho años, sobre todo con las facultades que nuestra Carta Fundamental otorga al Primer Mandatario. Por eso, estimamos que volver al período tradicional de seis años es una sana práctica, y que moralmente podemos hacerlo, porque, si se tienen en cuenta la profundidad y la extensión de los medios de comunicación social, nadie puede válidamente sostener que el electorado desconocía el acuerdo a que se llegó al respecto.



Es bueno recordar, a fin de dejarlo establecido en la Versión Oficial de este Congreso Pleno, que en el Consejo de Estado del Régimen anterior, cuando se analizó la propuesta de la Constitución de 1980, fueron partidarios de un período de seis años catorce de sus quince miembros, entre ellos dos ex Primeros Mandatarios: don Gabriel González Videla y don Jorge Alessandri Rodríguez. Y fue este último el que defendió principalmente esa tesis, en una intervención a la que di lectura, hace un tiempo, en el Senado de la República.



Las Constituciones tienen que adaptarse a la velocidad de los tiempos, a la realidad, a la posibilidad de transmisión de las noticias y a la información del electorado. No hay duda de que nuestra Carta debe someterse a ese proceso. Y nosotros esperamos reformar, básicamente, las facultades fiscalizadoras de la Cámara de Diputados. Es cierto que el principal fiscalizador en la época moderna es la prensa libre. Pero para producir noticias resulta absolutamente indispensable hacer una investigación, no pareciendo adecuado que para emprenderla se requiera el voto de mayoría de dicha rama legislativa, el cual a menudo coincide con el Gobierno. Deberá bastar un número razonable de Diputados —que habrá que fijar— para que se nombre una Comisión investigadora, cuyas atribuciones también deberán ser precisadas, y otorgarse imperio tanto sobre los funcionarios como sobre el personal que trabaje en empresas del Estado. Es necesario que cuente con una mayoría para tomar acuerdos, pero debe ser suficiente sólo una parte de ella para determinar las diligencias y citaciones correspondientes.



Nosotros estamos dispuestos —y se lo decimos, en esta Alta Tribuna, al país— a contribuir al fortalecimiento y a la modernización de nuestro sistema democrático, teniendo en consideración los cambios sociales. Las Constituciones se han elaborado para regir los pueblos, no para seguir doctrinas y teorías. Por eso, estamos llanos, con un respeto absoluto a las personas, a la voluntad popular y al régimen democrático, a continuar contribuyendo —como lo hacemos en esta oportunidad— al perfeccionamiento de nuestra Carta Fundamental.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Ribera.

El Diputado señor RIBERA.- Señor Presidente, he querido usar de la palabra para efectuar algunas precisiones que tienen por objeto destacar la postura mayoritaria del Partido Renovación Nacional en favor de la disminución del período presidencial a seis años y, además, aclarar el problema de la legitimidad democrática de esta reforma, planteado principalmente por el Diputado señor Elgueta.



Somos partidarios de estructurar relaciones de poder que permitan, nítidamente, un mayor control político de parte de la ciudadanía, así como de crear mecanismos fiscalizadores que eviten los gérmenes de la corrupción. En este sentido, pensamos que la elección del Jefe del Estado por un período de ocho años era manifiestamente excesiva y que su disminución obedece a un interés nacional.



La tradición política chilena no contemplaba mandatos tan extensos, los que, fundamentalmente, variaban entre los cinco años, con reelección o sin ella, bajo la vigencia de la Constitución de 1833, o de seis años, sin reelección, de acuerdo a la Constitución de 1925. Estos lapsos permitieron la rotación de las autoridades, en general, sin mayores contratiempos y garantizaron una larga estabilidad democrática.



Períodos muy prolongados, señor Presidente, conducen a una petrificación de los grupos gobernantes, generan falta de reacción ante los problemas sociales y llevan a una disminución de la capacidad de innovar. Por otro lado, las técnicas de comunicación hoy día hacen más fácil la implementación de políticas gubernativas, lo que lleva a que los períodos de los mandatos, siendo más cortos, pueden resultar más fructíferos.



Pero, básicamente, la participación política de la ciudadanía es la clave para el buen funcionamiento de la democracia. Un gobierno de ocho años, sumido, quizás, en problemas de desgaste por sus desaciertos, puede conducir a crear un foco innecesario de tensión, susceptible de solucionarse sólo mediante la renuncia del Jefe del Estado o la aplicación, en la práctica, de un sistema semipresidencial, donde el Presidente de la República manda pero no gobierna.



Porque deseamos un mayor control sobre las autoridades, incrementar la participación de la ciudadanía, más capacidad de innovación, menos anquilosamiento y corrupción, somos partidarios de acortar el período del Primer Mandatario.



La reforma constitucional que vamos a votar pone fin, también, a la simultaneidad de las elecciones presidencial y parlamentarias. Creemos que, en el futuro, debemos volver a discutir el tema, pues, en virtud de esta enmienda, se celebrarán en años distintos, como lo hizo presente el Diputado señor Mekis, los comicios de concejales, de Parlamentarios y de Presidente de 1a República. Esto no es conveniente para el país, ya que lo conduce a un estado permanente de luchas electorales, las cuales acrecientan las pasiones y dificultan el gobernar.



Un tema que ha estado rondando la mente de muchos Parlamentarios ha sido el de la oportunidad y legitimidad de esta reforma, a la que se trató de impulsar a principios del año pasado, intento que fracasó por falta de voluntad al interior de otros sectores. En definitiva, la realidad política y la necesidad de contar con un mandato presidencial más conforme a la tradición chilena trajeron consigo un acuerdo sobre la materia, en los días inmediatamente anteriores a la elección del 11 de diciembre de 1993. Con posterioridad, el 14 y 15 de ese mismo mes, el Honorable Senado y la Honorable Cámara de Diputados votaron el proyecto enviado por el Ejecutivo para reducir de ocho a seis años el período del Primer Mandatario, dejando para el futuro las adecuaciones al artículo 29 de la Carta tendientes a lograr la plena concordancia constitucional.



Concretamente, se ha dudado de la legitimidad de los Poderes constituidos —en este caso, Congreso Nacional, Presidente de la República y Congreso Pleno—, en lo que dice relación con el acortamiento, una vez conocido el resultado de los comicios o durante la misma contienda electoral, de un mandato que otorga el pueblo. Al respecto, es dable recordar que la ciudadanía eligió a un Presidente por ocho años, no por seis, y que, además, un tercio de los actuales Parlamentarios no reasumirá sus funciones en el próximo período legislativo.



Señor Presidente, la fecha de inscripción de las candidaturas para ocupar cargos públicos de elección popular fija las condiciones de la contienda electoral, entre las cuales están comprendidos los requisitos de postulación, el sistema electoral y, en forma muy importante, la duración del mandato. Algunos Parlamentarios, al fundamentar sus votos en una u otra rama del Congreso, indicaron que votaban positivamente la reforma constitucional porque de esa manera garantizaban la fe pública, la que se habría instituido en la conciencia popular a través del acuerdo político previo a los comicios. Sin embargo, señor Presidente, todavía me encuentro con muchas personas, de buen nivel cultural y de información, que desconocen cuántos años gobernará el futuro Presidente de la República.



Hoy debemos reconocerlo una vez más: la reforma se realizó en una oportunidad inconveniente. Mejor habría sido efectuarla antes de la inscripción de las candidaturas, para fijar claramente las condiciones de la lucha electoral, o bien, después de que asumieran el nuevo Jefe del Estado y los nuevos Parlamentarios.



Con todo, creo firmemente que esta enmienda era necesaria, por el bien de Chile, y que existen diversos elementos que la legitiman.



Por un lado, estamos culminando un período de transición durante el cual, gracias a la política de los acuerdos impulsada por Renovación Nacional, se han logrado importantes consensos que dan estabilidad al país en los campos social, laboral y constitucional. Mientras hace cuatro años quienes hoy están en el Gobierno amenazaban con hacer todo o casi todo de nuevo, adecuaciones menores en lo tributario, social y constitucional permitieron que hoy vivamos en una sociedad que comparte sus fundamentos y donde los principales grupos políticos se sienten parte de ellos. Esta reforma, con todas sus imperfecciones, constituye también una adecuación de la Carta Magna que descansa en ese amplio apoyo, que abarca a todos los sectores representados en el Congreso Nacional.

El señor VALDÉS (Presidente).- Ha finalizado su tiempo, señor Diputado.

El Diputado señor RIBERA.- Termino en seguida, señor Presidente.



Por otro lado, no se trata de alargar un mandato popular —ello, respecto de órganos de igual o superior jerarquía, sería abiertamente antidemocrático—, sino de acortarlo, permitiendo a la ciudadanía decidir en un plazo menor quién ha de gobernar al país.



Señor Presidente, he dejado para el final el fundamento esencial que legitima esta reforma. Soy un convencido de que no es sólo nuestra voluntad abrumadora en favor de ella, sino además la actitud positiva, expresada públicamente, del actual Senador y Presidente electo, señor Eduardo Frei, lo que en última instancia democratiza la enmienda. Siendo la persona en la cual el pueblo depositó su confianza, debía ser necesariamente él quien consintiera en la reducción de su mandato.



Por las razones expuestas, votaremos a favor.

El señor VALDÉS (Presidente).- Queda tiempo para un Parlamentario de Renovación Nacional.



Tiene la palabra el Senador señor Otero.

El Senador señor OTERO.- Señor Presidente, señores Parlamentarios, los oradores que me precedieron en el uso de la palabra ya indicaron los pros y contras de la reforma.



Los Senadores de Renovación Nacional desde un comienzo concordamos en acortar el período presidencial. Sin embargo, es necesario dejar constancia ante el Congreso Pleno de que en el Senado se llegó a un acuerdo político que iba más allá de esa disminución y que se relacionaba con dos elementos que, a nuestro juicio, resultan trascendentales para garantizar el verdadero funcionamiento democrático en Chile.



El primero consiste en solucionar algunos problemas en la Ley de Municipalidades. Al respecto, el primer acuerdo, cuyo cumplimiento aún se halla pendiente, es la elección de alcaldes en votación directa. En tal Sentido manifestaron su conformidad en el Senado todas las fuerzas políticas. De manera que se trata de una reforma que necesariamente deberá concretarse.



En el mismo ámbito, hubo acuerdo para anticipar las elecciones a marzo o abril, por los problemas climáticos que afectaron el desarrollo de los últimos comicios municipales.



El segundo elemento del acuerdo político aludido (también muy importante para nosotros) está vinculado a la labor de fiscalización que corresponde a la Cámara de Diputados.



En primer lugar, señalamos la necesidad de mejorar las atribuciones fiscalizadoras de ésta en cuanto a la oportunidad y extensión de las respuestas a los oficios pertinentes.



Asimismo, hicimos presente la gran importancia de reducir —como dijo el Senador señor Díez— el quórum para constituir comisiones investigadoras. Sobre el particular, sin ánimo de entrar en debate o polémica, basta recordar un hecho efectivo. El Gobierno pertenece a la Concertación y en la Cámara Baja existe mayoría de ese conglomerado. Sin embargo, resulta terriblemente difícil, aun para los Diputados oficialistas, desarrollar allí una función fiscalizadora en todo el sentido de la palabra. Y lo vimos en dos oportunidades: cuando, pese a los deseos de la Oposición, no pudieron formarse comisiones investigadoras para el caso de la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y para el de la Refinería de Petróleo Concón.

El Diputado señor BOSSELIN.- ¡Cuestión de orden, señor Presidente!

El Senador señor OTERO.- Hoy día el país afronta uno de los problemas más serios que pueden afectar a una empresa del Estado (no quiero referirme expresamente al asunto de CODELCO). Y la prueba se halla en que esta tarde la Cámara de Diputados deberá decidir si nombra o no una comisión para investigar los hechos.

El Diputado señor BOSSELIN.- ¡Cuestión de orden, señor Presidente!

El Senador señor OTERO.- Fundamentalmente, nos interesa que puedan formarse comisiones investigadoras con un quórum mínimo de Diputados.

El Diputado señor BOSSELIN.- ¡Cuestión de orden, señor Presidente!

El señor VALDÉS (Presidente).- Señor Senador, le ruego referirse exclusivamente a la materia específica de la convocatoria.

El Senador señor OTERO.- Señor Presidente, la cuestión a que me estoy refiriendo se halla contenida exactamente en la convocatoria, por una razón muy simple: ella es parte del acuerdo político que está permitiendo acortar el período presidencial.



Finalmente, deben adecuarse las normas del artículo 29 de la Constitución Política del Estado en el caso de vacancia del cargo de Presidente de la República. Es indudable que si no se modificara ese precepto podrían producirse situaciones extraordinarias y anormales, las cuales fueron analizadas en el Senado durante el debate del proyecto que nos ocupa.



Por esas razones, y en base al acuerdo político mencionado, los Senadores de Renovación Nacional votaremos favorablemente la reforma.

El Diputado señor BOSSELIN.- Excúseme, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Bosselin.

El Diputado señor BOSSELIN.- Quiero plantear una cuestión reglamentaria.



Cuando se inició esta reunión de Congreso Pleno, se dijo que no habría discusión. Sin embargo, el Honorable Senador Otero, aun cuando señaló que no era su propósito abrir debate, se refirió a materias que no dicen relación a la convocatoria. De tal manera que se está transgrediendo expresamente la disposición de la Carta según la cual en casos como éste no se viene a discutir, sino sencillamente a votar y, a lo más, a fundamentar el voto.



No veo qué vinculación pueden tener los temas planteados por el Honorable señor Otero con la reforma sobre la cual debemos pronunciarnos.



En consecuencia, señor Presidente, le pido respetuosamente que haga cumplir la norma constitucional respectiva.

El señor VALDÉS (Presidente).- Esta Presidencia hizo notar al Senador señor Otero la circunstancia a que se refiere el señor Diputado.



No se ha abierto debate, y la Mesa no permitirá que ello ocurra, aun cuando algún señor Parlamentario vierta expresiones que no sean del agrado de otros.



Ha terminado el tiempo de Renovación Nacional.



Corresponde el turno del Partido Socialista.



Tiene la palabra el Diputado señor Viera-Gallo.

El Diputado señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, Honorables miembros de este Congreso Pleno, es nuestra voluntad exponer tres ideas claras y simples acerca del proyecto que nos ocupa.



En primer lugar, esta reforma era indispensable y muy importante. Todos los Parlamentarios que me antecedieron en el uso de la palabra han señalado la inconveniencia de un período presidencial de ocho años. En particular, lo hizo el Senador señor Diez, quien indicó que 14 de 15 integrantes del Consejo de Estado eran partidarios de un lapso inferior. Cabe preguntarse entonces por qué, si existía una mayoría tan amplia, se estableció en la Constitución un mandato tan largo. ¡Seguramente, todos tenemos la respuesta...! Y eso mismo, señor Presidente, indica la absoluta conveniencia de un período más breve.



En segundo término, estimamos que ésta no es una reforma terminal de la Carta, sino que a partir de ella se hace indispensable una revisión más profunda, sistemática y consensual del sistema político que nos rige. Porque si el extremado presidencialismo contemplado en la Constitución de 1980 ha funcionado hasta ahora, ha sido por el espíritu especial imperante en esta etapa de transición. Pero es incuestionable que las instituciones deben servir en cualquier circunstancia. Y son muchos los que piensan, en distintos partidos políticos, que ha llegado la hora de realizar una revisión más a fondo de las atribuciones del Congreso Nacional y de la relación entre éste y el Presidente de la República, estando de por medio, además, la revisión del sistema electoral.



No ha sido posible aprobar reformas constitucionales más profundas durante el Gobierno del Presidente Aylwin; todos sabemos las razones. Pero no cabe duda de que nos encaminamos hacia una etapa en la que todas las fuerzas representadas en el Congreso tendrán que reflexionar acerca de las reformas políticas necesarias, por un hecho muy simple y claro: los actuales Senadores institucionales terminan su mandato dentro de pocos años y, cualquiera que sea el juicio sobre el aporte que han efectuado durante este período legislativo, lo cierto es que la institución en cuanto tal ha sido puesta en tela de juicio por la mayoría de las colectividades con representación parlamentaria.



Creo que sería inútil o superfluo traer a colación aquí los acuerdos logrados en su momento entre Renovación Nacional y la Concertación. Pero es incuestionable que, cuando finalice el período de los actuales Senadores institucionales o designados, se abrirá en el país un debate más a fondo sobre la composición del Congreso Nacional, el sistema político y, por tanto...

El señor VALDÉS (Presidente).- Señor Diputado, me veo obligado a llamarle la atención, porque el tema que nos ocupa es concreto: la disminución del período presidencial. Cualquier materia anexa, concerniente a la Constitución o a otras leyes, está fuera de debate.

El Diputado señor VIERA-GALLO.- Muy bien, señor Presidente. Me ceñiré a ese punto específico.



Sin duda, cada régimen político requiere un período presidencial adecuado a él. La duración del mandato presidencial no es una institución separada, per se o aislada, sino que forma parte de un todo armónico que es el sistema de gobierno de un país.



En ese sentido, estimamos que ésta no es una reforma terminal, sino inicial, y que el período presidencial tendrá que ajustarse en su momento a la renovación del régimen político chileno.



Quiero consignar este punto, porque en la Cámara de Diputados (recuerdo, al menos, las intervenciones de mis Honorables colegas de la Democracia Cristiana, del Partido Radical, de Renovación Nacional, del Partido por la Democracia y del Partido Socialista) todos...

El Diputado señor PALESTRO.- ¡Menos yo!

El Diputado señor VIERA-GALLO.- ...dejaron establecido que el consenso en torno del período presidencial de seis años podría ser revisado cuando se fijara en Chile el sistema político que se estimara más adecuado.



Por último, señor Presidente, quiero enfatizar que ésta es una reforma clara, cierta y sin sombra de duda en cuanto a su aplicación. Y creo que las disquisiciones jurídicas que efectuaron el Diputado señor Elgueta, sobre todo, y en parte el Diputado señor Ribera no deben provocar a la ciudadanía una suerte de incertidumbre. Distinto sería si el Presidente electo jurara y asumiera su cargo por un lapso de 8 años. Pero aun en esa eventualidad podría modificarse la Constitución para acortar el mandato.



Es indudable que la reforma que hoy vamos a aprobar regirá en forma cierta desde el día en que se publique en el Diario Oficial. Por ende, tendrá efecto para el Presidente electo, don Eduardo Frei.



Considero importante que eso quede plenamente establecido. Por lo demás, corresponde a la voluntad política del acuerdo que dio origen al proyecto que nos ocupa.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Palestro.

El Diputado señor PALESTRO.- Señor Presidente, por las manifestaciones que he recibido en el camino a esta tribuna, creo que todos estarán de acuerdo con la posición que voy a plantear.



En primer lugar, el Diputado señor Viera-Gallo ya habló en nombre de la bancada socialista. Yo, por razones reglamentarias y —por qué no decirlo— también por razones de viejas amistades y por innumerables luchas libradas durante tantos años con muchos de los compañeros Diputados que la componen, nunca intenté retirarme de ella, y preferí esperar que el tiempo pasara y continuar trabajando en dicha bancada socialista, en la que, por lo demás, jamás tuve dificultades de ningún tipo, y mantuvimos las mejores relaciones entre todos los integrantes. Esto debo decirlo, con la seguridad de que no me pasará absolutamente nada en lo que resta de mi período parlamentario: ya no alcanzan a tomar medidas en mi contra. Por lo tanto, me doy el gusto y la satisfacción de expresar estas palabras.



Asimismo, deseo dejar bien en claro que cuando el Ejecutivo envió a la Cámara de Diputados el proyecto que modificaba el artículo 25 de la Constitución que nos regalara nuestro amigo Pinochet, el Gobierno, concretamente el Presidente de la República, en un acto que lo enaltece, fue el más decidido partidario de que el período presidencial que se iniciaba fuera justamente de cuatro años. Lo raro fue que la Derecha se opuso terminantemente a votar a favor de ese proyecto, porque no era partidaria de introducirle enmiendas a la Carta Fundamental. Y más extraño aun fue que Parlamentarios de la Concertación, y muchos del Partido Demócrata Cristiano, también estaban en contra de los cuatro años propuestos por el propio Ejecutivo que encabeza el Presidente Patricio Aylwin.



Personalmente, como el único representante de la Izquierda Izquierda en la Cámara de Diputados, voté a favor del planteamiento gubernativo que reformaba el artículo 25 de la Constitución Política.



Siempre he considerado indispensable, al contrario de lo que piensan algunos Parlamentarios, que haya elecciones lo más cercanas unas de otras, para poder conocer el estado de ánimo de la opinión pública acerca de quienes los están gobernando. Tal vez el mejor argumento para insistir en esta posición es que justamente la ciudadanía tenga la oportunidad, lo más a menudo posible, de manifestar su parecer respecto del Gobierno de turno.



Pienso que quienes propugnaban ese largo período —groseramente largo— de ocho años lo hacían con la peor de las intenciones en contra del que resultara elegido Primer Mandatario, porque, después de llevar a cabo una tarea presidencial de ocho años, tengo la seguridad absoluta de que, al final de ella —si es que llega al final— sería despedido a punta de peñascazos en la calle cuando saliera de La Moneda. ¿Quién podría soportar durante ocho años a un Presidente de la República, por muchas excelencias que demostrara en su ejercicio? Creo que después de ese período cualquiera sale "mosqueado". Y justamente ése fue el deseo y la intención —o la mala intención— de los Partidos de la Derecha cuando querían endosar al país la posibilidad de que el desempeño del cargo presidencial durara ocho años, para que, a su término, el Primer Mandatario saliente arrastrara tras sí a las colectividades que lo habían llevado a La Moneda.



Pienso que al hombre se le conoce por la palabra. Un político, especialmente el que actúa en el Parlamento, que ostenta una representación parlamentaria y que procura interpretar el sentir de una porción de la opinión pública chilena, no puede darse el lujo de cambiar de camiseta a cada rato. He visto en televisión a algunos Parlamentarios que están aquí presentes que asisten al estadio a ver los partidos del Colo Colo y resulta que son socios de la Universidad Católica. Eso es ir a "pantallear", ir a mostrarse, en circunstancias de que no sienten ni llevan en el corazón la camiseta que dicen aplaudir. Y lo mismo sucede en política. Recuerdo que en el citado proyecto de reforma constitucional voté a favor de la proposición del Ejecutivo, porque estimaba que cuatro años —y lo sigo considerando igual— era un período justo, creo que medido, precisamente para conocer el parecer de la ciudadanía sobre la gestión del Presidente de la República durante el tiempo en que condujo los destinos del país.



Cuando se manifiestan estas cosas, dicen que uno no es renovado, que uno se quedó en el pasado, que uno está anclado en el siglo anterior. Pero, en el fondo, se trata de eso: de saber ser consecuente con lo que uno dice y lo dice una sola vez. Porque aquí hay muchos católicos que se casaron y juraron ante el curita que vivirían con la mujer durante toda la vida, hasta que la muerte los separara. Pero resulta que antes muchas otras cosas los separan. Claro, mantener esa palabra dicha ante un cura cuesta. Algunas señoras pueden decir cuánto cuesta mantenerla; y otros, lo mucho que también nos cuesta mantenernos fieles a esa palabra. Yo no he hablado nunca en contra ni a favor del divorcio, sino sencillamente estoy defendiendo una posición, que es intransable e inclaudicable.



Por otra parte, uno no puede cambiar de opinión por hechos puntuales de tipo político o por acomodamiento personal muchas veces. Sobre todo en casos tan importantísimos como éste, en que se modifica el período presidencial, se debe respetar la palabra dicha ayer. Desgraciadamente, varios señores Diputados que votaron a favor en aquella oportunidad ahora lo están haciendo en contra; otros, que lograron una tajada del acuerdo de la Concertación con la Derecha política de este país, se quedaron con la mitad del queso. Porque en el fondo, ni una consiguió los ochos años ni la otra los cuatro años: se acordaron seis años; y todos tan contentos como antes; y vamos a bailar o a servirnos un trago por ahí, si es que algunos desean hacerlo.



De ahí que piense que estas cosas no pueden acomodarse al gusto político de cada uno ni al momento propicio para ello. Por eso, yo mantengo una vez más mi consecuencia de decir las cosas una sola vez, sin cambiar de parecer, porque eso no es serio ni responsable ni corresponde a un hombre que tiene una parte de la representación del pueblo chileno.



Por lo tanto, esta tarde voy a mantener mi posición favorable a un período presidencial de cuatro años sin reelección, tal como lo planteó el Presidente Aylwin. Voto en contra de la proposición de enmienda constitucional que ahora se somete al pronunciamiento del Congreso Pleno.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).- Ha terminado el tiempo del Partido Socialista. Corresponde el turno al Partido Unión Demócrata Independiente.



Tiene la palabra el Diputado señor Ulloa.

El Diputado señor ULLOA.- Señor Presidente, Honorables señores Parlamentarios, la causa que hoy nos reúne como Congreso Pleno es, desde todo punto de vista, discutible y opinable en su fondo. Es más, la Ciencia Política también ha intentado demostrar que esta variable influye en la estabilidad de una determinada forma de gobierno.



Esta intervención no constituye naturalmente una divagación en el mundo de las ideas, sino que pretende representar en ella la opinión de quienes sustentamos una posición de formal rechazo a la propuesta modificatoria, toda vez que envuelve la insatisfacción de los mismos que la creen una solución, porque, sin duda, el planteamiento inicial fue claramente distinto y no constituyó un problema de dos años más o dos años menos, sino que representaba un cambio profundo en el uso y costumbres políticas chilenas.



El período de cuatro años sin reelección, indicación original del Ejecutivo, no tuvo acogida; tampoco la tuvo, por su parte, la tesis de cuatro años con reelección, por el inmenso abuso que esto podría significar.



¿En qué estamos, entonces? En volver porfiadamente a un pasado, del cual resta aún mucho por aprender y que nos muestra, con meridiana nitidez, que la simultaneidad de las elecciones presidenciales y parlamentarias tienen un sentido de equilibrio y de afianzamiento de nuestro edificio institucional.



Permítaseme, sólo a modo de ejemplo, señalar que, aprobada esta iniciativa, nos encontraremos con que en junio de 1996 tendremos elecciones de concejales; en diciembre de 1997, de Diputados y de Senadores en Regiones pares; en diciembre de 1999, presidenciales, y en diciembre del 2001, nuevamente de Diputados y de Senadores en Regiones impares. En consecuencia, ¿alguien en esta Sala considera adecuada esta avalancha de elecciones?



Mas, esto no es todo, porque en relación al tema de la vacancia presidencial, es donde se observa la premura e ineficiencia de la propuesta desde el punto de vista de la forma, ya que, curiosamente, el Presidente actualmente electo gobernará por seis años de ser aprobada la reforma, pero si surgiere vacancia, podría aplicarse el inciso cuarto del artículo 29 de nuestra Carta Fundamental, que señala que: "Si la vacancia se produjere faltando dos años o más para la próxima elección general de parlamentarios, el Vicepresidente, dentro de los diez primeros días de su mandato, convocará a los ciudadanos a elección presidencial para el nonagésimo día después de la convocatoria. El Presidente que resulte elegido asumirá su cargo el décimo día después de su proclamación y durará en él hasta noventa días después de la segunda elección general de parlamentarios que se verifique durante su mandato, la que se hará en conjunto con la nueva elección presidencial.". Lo anterior, llevado al ejemplo, significaría que si el actual Presidente electo asume su cargo y por cualquier razón lo deja vacante el 20 de mayo del presente año, se convoca a elecciones el 30 de mayo para efectuarlas 90 días después —a saber, el 30 de agosto—, y asume el nuevo Presidente 10 días después de proclamado, por ejemplo, el 1° de octubre. De esa manera, llegamos a la paradoja de que este Presidente durará hasta marzo del año 2002, es decir, siete años y seis meses. Lo anterior me permite deducir que los teóricos constitucionales involucrados en la reforma reprobaron en esta materia.



Por otro lado, hasta aquí nadie ha demostrado con argumentos consistentes por qué resultaría dañino o pernicioso contar con un mandato presidencial de ocho años. A ello se agrega el hecho de que el nuevo Presidente fue elegido por ese lapso, y de que jamás una reforma constitucional puede aplicarse al Gobierno de un Primer Mandatario ya electo.



Finalmente, permítaseme una última reflexión. ¿Quién se ha preguntado siquiera si el período de ejercicio de un Senador es demasiado extenso?



Por estas razones, voto que no.

El señor VALDÉS (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Coloma.

El Diputado señor COLOMA.- Señor Presidente, Honorables señores Parlamentarios, la estabilidad de las instituciones políticas es un bien que hace posible la paz y el progreso de los pueblos. Por eso mismo, hay ocasiones en que resulta preferible sacrificar incluso el perfeccionamiento de determinadas instituciones o sistemas, en lugar de comprometer la seguridad y certeza en que se desenvuelven las relaciones públicas y privadas al interior de una sociedad. Por lo demás, cuántas veces, bajo la excusa de perfeccionar, lo que en verdad se pretende es cambiar las bases de los equilibrios constitucionales.



Hoy, cuando el gran desafío de nuestro país es integrar a los sectores más pobres a los niveles de prosperidad que ya son posibles de alcanzar, es necesario tener presente que precisamente serían ellos los que sufrirían las peores consecuencias si nuestro sistema político volviera a las antiguas prácticas de tiempos en que todo se encontraba en permanente cuestionamiento.



Por eso, en el plano de los principios, la Unión Demócrata Independiente ha defendido el respeto a la continuidad de nuestras instituciones políticas y económicas, y lo seguirá haciendo cada vez que se pretenda modificarlas en virtud de intereses de corto plazo, en razón de visiones ideologizadas o por otras consideraciones igualmente imprudentes y poco razonables.



La verdad es que la Constitución Política de la República no es una norma intangible, al modo de un documento revelado. Por el contrario, es un cuerpo legal susceptible de adecuar a nuevas realidades o de perfeccionar en aquellos aspectos cuya aplicación práctica demuestra la necesidad de introducir modificaciones. Pero la experiencia de los últimos años nos indica que hay intereses políticos que lo que de veras pretenden es desmantelar las bases institucionales de un sistema que nos ha permitido alcanzar grados de libertad y progresos inimaginables hace 15 años. Por eso, y con mayor razón aún, la Unión Demócrata Independiente asume sin vacilar la responsabilidad de defender los equilibrios institucionales que han hecho de Chile una nación moderna, una democracia estable y una sociedad de oportunidades para todos.



Los  constituyentes que redactaron la Carta Fundamental, recogieron —con gran sabiduría, a nuestro parecer— la experiencia de una evolución política moderna, y con tanto éxito que ahora, mirando hacia atrás, nos parece casi imposible que en nuestra patria pueda repetirse el espectáculo institucional de una democracia que se autodestruyó.



Nuestra Constitución es la fiel expresión de un país que no quiere que la democracia se convierta en excusa para que, otra vez, el poder político arrase con las libertades y los derechos de la gente común y corriente, ni que sea fuente de arbitrariedades y cambios continuos que, en definitiva, hagan imposible cualquier progreso o crecimiento.



La Constitución es precisamente un todo armónico que, por una parte, entrega al Presidente de la República las atribuciones suficientes para que administre y gobierne el territorio nacional con la eficiencia que requieren los tiempos modernos, y, por otra, establece autonomías y facultades fiscalizadoras que son el contrapeso de esas importantes atribuciones.



Obviamente, el período presidencial de ocho años no es una cuestión de principios, sino de prudencia; no se refiere a las facultades o atribuciones del poder presidencial, sino que refleja, más bien, el espíritu del constituyente de crear una opción de garantía de estabilidad y continuidad en la aplicación de medidas económicas y sociales que requieren el transcurso del tiempo para consolidarse y mostrar sus frutos. Que tal decisión obedecía a una opción, y no a una cuestión de principios, queda nítidamente de manifiesto por el hecho de que uno de los organismos básicos que trabajó en tal Constitución, el Consejo de Estado —que tuve la honra de integrar, junto al Senador señor Huerta, bajo la Presidencia de don Jorge Alessandri—, planteó ya en ese entonces que podían lograrse los objetivos estabilizadores y de continuidad con la alternativa de un período presidencial de seis años, sin reelección.



En consecuencia, es cierto que el plazo de ocho años puede resultar largo, sobre todo si consideramos que algunas de las razones que lo aconsejaban parecen haber cambiado de modo definitivo. En efecto, hoy vivimos en un mundo en que las grandes diferencias respecto a los caminos que llevan al progreso se diluyen en un pasado cada vez más lejano, de modo que ya nadie podría alegar seriamente que la libertad y la iniciativa privada no son los motores del desarrollo económico, cultural y social. Por tanto, los cambios de gobierno han dejado de ser esos abismos de inestabilidad en donde las libertades reales y cotidianas y el patrimonio de cada chileno se jugaban en cada elección.



Por el contrario, el desafío del presente y del futuro está marcado por signos diferentes. Así, en determinados sistemas políticos, ciertos grupos o partidos se transforman en verdaderas máquinas de poder, con los consiguientes síntomas de corrupción, lo cual ha terminado por convertirse en la amenaza más apremiante de las democracias modernas. En algún sentido, el ocaso de las ideologías ha representado también el inicio de grandes problemas, siendo uno de los más delicados el de la manipulación de las atribuciones propias del servicio público.



Los ejemplos abundan, y son señales que debemos apreciar en su real magnitud, previendo y llevando a cabo los oportunos remedios que evitarán a nuestra patria los tristes conflictos que otras naciones no han sabido enfrentar. En tal sentido, la disminución del plazo presidencial a seis años parece una medida prudente, que tiende a permitir una sana alternancia de las máximas autoridades políticas, dentro del espíritu creador y fecundo que requieren los más desposeídos.



En consecuencia, en la seguridad de no estar alterando la sustancia de la Constitución Política de 1980, y a pesar de no estar de acuerdo con la oportunidad con que el Gobierno planteó la reforma, la UDI, como Partido, y la mayoría de sus Parlamentarios aprueban la modificación constitucional de reducir el mandato presidencial de ocho a seis años, convencidos de que se trata de una iniciativa tendiente a fortalecer y garantizar el prestigio y la dignidad del Gobierno de la República, sin olvidar, en todo caso, que el éxito de tales objetivos dependerá, en último término, de la madurez y seriedad de los servidores públicos.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).- Ha terminado el tiempo de la Unión Demócrata Independiente.



Corresponde el turno al Partido por la Democracia.



Tiene la palabra la Honorable señora Soto.

La Senadora señora SOTO.- Señor Presidente, señores Senadores y Diputados:



Nosotros —me refiero a los Senadores del Partido Socialista y del PPD— estuvimos por un período de cuatro años, sin reelección. Nos parecía —los argumentos abundaron durante la discusión— que los vertiginosos cambios del mundo así lo ameritaban, y también la condición de una democracia más participativa.



Hoy queremos señalar que también los cuatro años exitosos del Presidente Aylwin, quien restauró la democracia y devolvió la dignidad a las personas, deben considerarse un argumento más. Pero hay algo que ha resultado decisivo para nosotros en esta oportunidad, al punto de habernos hecho cambiar nuestra postura, que parecía muy irreductible, de los cuatro años, sin reelección, a los seis años: el gran valor que el Parlamento chileno ha dado al consenso durante los años de la transición, elemento que ha significado estabilidad y progreso.



Ésa es la razón de que hoy estemos por la reducción del mandato de ocho a seis años. Creemos que es un tiempo adecuado para terminar esta labor exitosa, erradicar la pobreza y hacer que la democracia sea verdaderamente participativa, es decir, para cambiar la filosofía y hacer que el hombre sea el centro de todo. De modo que anunciamos nuestro voto favorable a la reforma.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).- Ofrezco la palabra a otro señor Parlamentario del Partido por la Democracia. No hará uso del tiempo restante.



Corresponde el turno al Partido Radical.



Tiene la palabra el Diputado señor Faulbaum.

El Diputado señor FAULBAUM.- Señor Presidente del Senado, señor Presidente de la Cámara de Diputados, Honorables señores Parlamentarios:



Fundamento el voto en representación de las bancadas de Diputados y de Senadores radicales.



La reforma a la duración del mandato del Presidente es, desde luego, de la mayor importancia para un país que, como el nuestro, escribe su historia política bajo un régimen de tipo presidencialista.



La Constitución de 1980 consagra en su artículo 25 que el Jefe del Estado "durará en el ejercicio de sus funciones por el término de ocho años, y no podrá ser reelegido para el período siguiente.". Tempranamente se formó conciencia en Chile de que un período así era demasiado extenso, motivo por el cual, acogiendo los anhelos ciudadanos, el propio Presidente de la República propuso su modificación.



Y no podía ser de otro modo, puesto que lo establecido en la Carta no se conocía en nuestra historia republicana. En lo principal, consagraba un pronunciamiento del pueblo respecto de los gobiernos con una periodicidad asombrosamente distante. Se argumentó en aquella época en que se redactaba el Texto Fundamental del 80 que ello sería bueno para la nación, pues mientras menos agitación electoral hubiera, mejor sería.



Naturalmente, esto no tomaba debida cuenta de que un período tan largo —sobre todo, a esta altura de los tiempos—, por el contrario, podía generar mayor agitación, o un inmovilismo desincentivador de la creatividad y participación social y política, ambos elementos consustanciales a toda democracia.



Por otra parte —claramente, la historia así lo recogerá—, el Gobierno de Su Excelencia el Presidente don Patricio Aylwin demostró que con un período menor perfectamente se puede lograr una obra valiosa y significativa. Por lo mismo, propuso disminuir de ocho a cuatro años y sin reelección el mandato presidencial.



Los radicales creemos que ello es lo más adecuado para Chile, puesto que, amén de establecer un tiempo prudencial para cualquier gobierno, permite la simultaneidad en la elección de Presidente y de Parlamentarios, favoreciendo la posibilidad de regímenes con apoyo del Congreso Nacional. Todo lo anterior, claro está, sería en plenitud de no mediar la actual ley electoral y la institución de los Senadores designados, que incorporan una distorsión en este ánimo. Aun así, seguimos considerando que una reducción del período en los términos propuestos por el Primer Mandatario es lo mejor para nuestra patria.



Sin embargo, como la política es el arte de lo posible, queremos señalar que con la disminución del mandato de ocho a seis años se logra una parte importante del objetivo trazado, quedando para el debate futuro el tema de la simultaneidad. Por esta razón, los Senadores y Diputados radicales votaremos favorablemente la reforma constitucional.



Por último, los Parlamentarios radicales celebramos las palabras de los Senadores señores Diez y Otero, en cuanto plantean que la Constitución del 80 no debe ser un código político pétreo. El constituyente debe estar siempre dispuesto a adecuar sus normas a los requerimientos de los nuevos tiempos.



Eso es lo que siempre nosotros hemos dicho. Desde 1980 lo venimos pregonando; y por ello, haciéndonos eco de las palabras de los Honorables Senadores, los invitamos a reformar la Constitución en los siguientes temas: inamovilidad de los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas; integración del Consejo de Seguridad Nacional; abolición de la institución de los Senadores designados, y modificación de la integración y facultades del Tribunal Constitucional.

El señor VALDÉS (Presidente).- Señor Diputado, le ruego concretarse a la materia de la convocatoria.

El Diputado señor FAULBAUM.- Señor Presidente, por las razones expresadas anteriormente, los Senadores y Diputados radicales votaremos favorablemente.



Voto que sí.

El señor VALDÉS (Presidente).- Si dentro de los cuatro minutos que restan al Partido Radical ninguno de sus Parlamentarios va a hacer uso de la palabra, correspondería el tiempo a los Senadores institucionales, quienes tampoco intervendrán.



A continuación, figuran los Independientes.

El Senador señor THAYER.- No haremos uso de la palabra, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).- Finalmente, corresponde el tiempo al Partido Socialdemócrata, el cual tampoco intervendrá.



En consecuencia, ha terminado la fundamentación del voto.



Para la votación, hay dos alternativas: considerar los tres votos negativos de los señores Parlamentarios que así lo han expresado, estimando, por lo tanto, que el resto está por la afirmativa; y otra, proceder a la votación nominal.



Como, al parecer, no existe consenso respecto de lo primero, someto a votación nominal la reforma constitucional.



--(Durante la votación).
El Diputado señor GARCÍA (don René Manuel).- Me abstengo, señor Presidente.

El Senador señor HUERTA.- Señor Presidente, deseo fundamentar mi voto.

El señor VALDÉS (Presidente).- Pese a que se dio tiempo a los señores Senadores institucionales, quienes no hicieron uso de la palabra, la Mesa no tiene inconveniente en que pueda fundar el voto Su Señoría.

El Senador señor HUERTA.- Señor Presidente, voto que sí por la reducción del período presidencial a seis años. Éste ya fue aprobado por el Honorable Senado y conocido por la ciudadanía antes de emitir su voto en la última elección.



Como durante las intervenciones fue aludido tres veces el Consejo de Estado —del cual tuve el honor de formar parte—, debo recordar que en ese organismo voté favorablemente por los seis años al igual que lo hizo el ahora Diputado señor Coloma. Hoy mantengo esa posición.



Voto que sí.

El Diputado señor PALESTRO.- Como lo dije: "¡...al hombre, por la palabra!": ¡Rechazo!

El señor VALDÉS (Presidente).- Terminada la votación.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).- Resultado de la votación: 119 votos por la afirmativa, 6 por la negativa, y una abstención.


Votaron por la afirmativa los Senadores señores Cantuarias, Cooper, Díaz, Diez, Feliú, Fernández, Frei (don Arturo), Frei (doña Carmen), Gazmuri, González, Hormazábal, Huerta, Jarpa, Lagos, Larre, Martin, Núñez, Otero, Páez, Palza, Papi, Pérez, Piñera, Romero, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Siebert, Sinclair, Soto, Sule, Thayer, Urenda y Valdés, y los Diputados señores Acuña, Aguiló, Arancibia, Araya, Aylwin, Bartolucci, Bombal, Bosselin, Caminondo, Campos, Caraball, Cardemil, Carrasco, Cerda, Coloma, Concha, Cornejo, Correa, Cristi, Devaud, Dupré, Elgueta, Escalona, Estévez, Faulbaum, García (don José), Horvath, Huenchumilla, Huepe, Hurtado, Jara (don Sergio), Jara (don Octavio), Kuschel, Latorre, Leay, Leblanc, Letelier, Manterola, Martínez (don Gutenberg), Martínez (don Juan), Masferrer, Matta, Matthei, Melero, Molina, Montes, Morales, Munizaga, Muñoz (don Roberto), Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Ojeda, Olivares, Orpis, Ortega, Ortiz, Palma (don Joaquín), Peña, Pérez (don Ramón), Pizarro (don Sergio), Pizarro (don Jorge), Prochelle, Prokurica, Ramírez, Rebolledo, Reyes, Ribera, Rocha, Rodríguez (don Claudio), Rodríguez (don Alfonso), Rodríguez (don Hugo), Rojos, Sabag, Salas, Seguel, Smok, Sota, Taladriz, Tohá, Urrutia, Valenzuela, Velasco, Viera-Gallo, Vilches, Villouta y Yunge.



Votaron por la negativa el Senador señor Mc-Intyre, y los Diputados señores Alessandri, Mekis, Palestra, Sotomayor y Ulloa.



Se abstuvo el Diputado señor García (don René).

El señor VALDÉS (Presidente).- En consecuencia, queda aprobado el proyecto de reforma constitucional, dejándose constancia de que se ha reunido el quórum respectivo.



Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 13:23.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción del Senado







